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Exp. 672/2020/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE. 672/2020/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ******* ****** ********* ******* 

	AUTORIDAD DEMANDADA: AUDITORA ESPECIAL DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.


San Luis Potosí, S.L.P. treinta y uno de marzo de dos mil veintidós. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del  Juicio Contencioso Administrativo 672/2020/2, promovido por el C. ****** ******* ****** ********, quien señaló como autoridad demandada a la Auditora Especial de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior del Estado; y 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el treinta de septiembre de dos mil veinte, el C. ****** ******* ****** ********, promovió Juicio Contencioso Administrativo, en contra del acto consistente en el acuerdo de veintiséis de agosto de dos mil veinte, mediante el cual la licenciada ****** ******* ****** ********, en su carácter de Auditora Especial de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior del Estado, tuvo por no interpuesto el recurso de revisión promovido por el hoy actor, en contra de la resolución dictada el trece de marzo de dos mil veinte, por la Coordinación Jurídica y de Substanciación, de la citada Auditoría Superior, dentro del expediente ASE-AEAJ-RESP-PAT-001/2018.
II.- Por auto de treinta de noviembre de dos mil veinte, se desechó la demanda.

III.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de enero de dos mil veintiuno, el actor promovió recurso de reclamación en contra del acuerdo que desechó de la demanda, por lo que, por acuerdo de doce de enero de dos mil veintiuno, se admitió a trámite el citado recurso y se citó para resolver el mismo.

IV.- Mediante interlocutoria de veintiuno de junio de dos mil veintiuno, se resolvió fundado el recurso de reclamación descrito en el resultando anterior.

V.- En atención a lo dispuesto en la interlocutoria descrita en el resultando que antecede, el treinta de junio de dos mil veintiuno, se dictó un nuevo acuerdo mediante el cual se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.

VI.- Mediante oficio depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el cuatro de agosto de dos mil veintiuno, la autoridad demandada formuló incidente de incompetencia; asimismo mediante oficio depositado ese mismo día en el buzón de promociones de término de este Tribunal, la autoridad demandada formuló su contestación a la demanda.
VII.- Por acuerdo de veinte de septiembre de dos mil veintiuno, se dio cuenta con los oficios descritos en el resultando que antecede, y en virtud de su contenido se desechó el incidente de incompetencia planteado por la demandada, y, se tuvo por contestada la demanda, y por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes en el capítulo correspondiente del escrito de demanda y oficio de contestación respectiva. 

Finalmente se fijaron las once horas del veinte de octubre de dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VIII.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación respectiva. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia y especial naturaleza. En período de alegatos, se dio cuenta con el escrito presentado por el actor y se tuvieron por formulados los alegatos planteados de su parte, y se hizo constar que la autoridad demandada omitió formular alegatos; y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XVIII, 9º fracción III, 24, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 29 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción, que resolvió tener por no interpuesto el recurso de revisión promovido en contra de la diversa resolución de trece de marzo de dos mil veinte, que declaró improcedente la reclamación planteada por el hoy actor.
SEGUNDO.- La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho controvirtiendo el acto dirigido a su persona y que obra a fojas 114 y 115 del expediente en que se actúa, con el cual además se encuentra acreditada la existencia del acto impugnado.
Por su parte, la C. ****** ******* ****** ********, en su carácter de Auditora Especial de Asuntos Jurídicos; para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 168 del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar si fue legal o ilegal el acto consistente en el acuerdo dictado el veintiséis de agosto de dos mil veinte, por la Auditora Especial de Asuntos Jurídicos, de la Auditoría Superior del Estado, en el expediente ASE-AEAJ-RECREV-001/2020, mediante el cual tuvo por no interpuesto el recurso de revisión propuesto por el hoy actor en contra de la resolución emitida el trece de marzo de dos mil veinte, en el expediente ASE-AEAJ-RESP-PAT-001-2018, en la que la Coordinadora Jurídica y de Substanciación de la Auditoría Superior del Estado, declaró improcedente la reclamación planteada por el hoy actor.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La enjuiciada en su contestación de demanda opuso como excepciones y defensas, la falsedad en virtud de que el actor señala en su demanda que en el acto impugnado se introduce un hecho novedoso, sin que sea cierto que se trate de un hecho novedoso como pretende hacerlo creer el demandante; de obscuridad pues en la demanda aduce que existe una inexacta aplicación del numeral 4 del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, y por ende fue errónea la fundamentación y motivación del acuerdo impugnado, sin embargo en su concepto de impugnación nunca identifica el por qué considera incorrecta la aplicación ni porque existe una errónea fundamentación y motivación.

Asimismo, hace valer la improcedencia de la acción, en razón de que es obscura la demanda y en el desarrollo del único agravio no se advierte la causa de pedir.
Por tanto, los argumentos de excepción que plantea la demandada, no obstante que los formula en su contestación de demanda, la suscrita Magistrada considera que la improcedencia de la acción planteada en ellos debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de Litis del asunto, y se encuentran estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como causas de improcedencia. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia -que es aplicable al caso por analogía-, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

En ese tenor, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin que encontrase alguna que hacer valer de oficio, por lo que resulta procedente el análisis del concepto de impugnación planteado por la parte actora. 
QUINTO.- El único concepto de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localiza de la foja 7 a la 12 del expediente en que se actúa, el cual por economía procesal se tiene aquí por reproducido. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio del único concepto de impugnación de la demanda, en el que el actor medularmente expone que el acto impugnado contiene una errónea fundamentación y motivación, y, por tanto viola lo dispuesto en los artículos 1°, 14 y 17 Constitucionales, en relación con el artículo 38, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación (sic), y el artículo 171, del Código Procesal Administrativo del Estado, además de que dicho acto transgrede el principio de certeza jurídica y acceso a la justicia, por inexacta aplicación de los artículos 134, 135, 136 y 137 del citado Código Procesal.
En sus argumentos aduce el actor que la autoridad demandada niega el acceso al recurso al tenerlo por no desahogando en los términos la prevención realizada en el proveído de 17 de agosto de 2020, y hacer efectivo el apercibimiento teniendo por no interpuesto el recurso de revisión en contra de la resolución dictada por la Coordinación Jurídica y de Substanciación el 13 de marzo de 2020.

No obstante, como se puede observar, con el escrito presentado ante la autoridad el 21 de agosto de 2020, atendió en sus términos lo requerido en el acuerdo de 17 de agosto de 2020, ya que expuso la relación de las pruebas que ofreció y además adjuntó los documentos solicitados, consistentes en la resolución recurrida y su constancia de notificación, pues en dicho acuerdo la hoy demandada consideró que en el escrito presentado el 05 de agosto de 2020, no se relacionaron las pruebas ofrecidas con los hechos señalados al interponer el recurso y tampoco se adjuntaron los documentos donde constara la resolución recurrida y su constancia de notificación.
Sin embargo, en la determinación impugnada en el presente juicio se determinó que no dio cumplimiento al requerimiento, introduciendo de manera novedosa que fue omiso en dar cumplimiento a lo señalado en el artículo 134 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues no le solicitó que cumpliera con tal exigencia, y en el supuesto específico de que hubiese sido omiso en señalar un diverso tercero perjudicado, la demandada debió señalarle con precisión que faltaba un tercero.
Agrega que, debe observarse que la demandada no le requirió por tal motivo y ahora en el acto impugnado procede a indicar textualmente la existencia de un diverso tercero, lo cual lo deja en estado de indefensión al hacer efectivo un apercibimiento y tener por no interpuesto el recurso de revisión propuesto, ya que debió en su caso requerir nuevamente y no simplemente hacer efectivo el apercibimiento.
Por su parte la autoridad demandada al contestar la demanda alega que los argumentos del actor son falsos, infundados e inoperantes, sosteniendo con ello la legalidad de la resolución impugnada.
Una vez analizadas las constancias de autos y los argumentos de las partes, esta Juzgadora estima que el concepto de impugnación del actor resulta esencialmente fundado y suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada en el presente juicio, por los motivos a que continuación se exponen:

Cabe puntualizar que, el argumento de disenso del actor se basa y deduce esencialmente en el hecho de que la autoridad demandada actúo de manera irregular, pues al momento de realizar la prevención omitió precisar de manera clara la existencia de un incumplimiento al requisito de señalar a todos los terceros perjudicados, contenido en la parte correspondiente del artículo 134, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado, lo cual deviene en una inadecuada fundamentación y motivación del acto impugnado, que contraviene lo dispuesto en la fracción II del artículo 165 del mencionado Código.
En ese sentido, para analizar la legalidad de la resolución impugnada, esta Sala estima que, el ejercicio implica analizar en conjunto el acto administrativo con el diverso acuerdo que contiene la prevención que provocó que se tuviese por no interpuesto el recurso de revisión, ya que, es evidente que no son cuestiones diversas, sino que la prevención respectiva constituye el apoyo y soporte para que la autoridad ponderase si se atendió el cumplimiento de los requisitos legales, al tenor de que, puede resultar que la prevención misma carezca de sustento legal.
Resulta ilustrativa al caso que acontece, por analogía y en lo conducente, la tesis de jurisprudencia cuyos datos de registro, rubro y contenido a continuación se citan:

Registro digital: 2008953

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: XXVII.1o. J/1 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 2015, Tomo II, página 1426

Tipo: Jurisprudencia

“RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 59 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SI SE INTERPONE CONTRA EL ACUERDO QUE TIENE POR NO PRESENTADA LA DEMANDA, SU MATERIA COMPRENDE TAMBIÉN EL PROVEÍDO DE PREVENCIÓN DEL QUE DERIVA. El análisis de la legalidad -en el recurso de reclamación mencionado- del acuerdo que tiene por no presentada la demanda, cuando constituye la consecuencia de una prevención contenida en un proveído anterior, no puede acotarse a los motivos y fundamentos que se expresan en aquél, sino que comprende a la propia resolución que le da origen y sustento, de lo contrario, se violaría el derecho de acceso a la impartición de justicia previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el acuerdo recurrido no constituye una cuestión diversa del ejercicio de ponderación del Magistrado instructor para verificar si se cumplió o no el requerimiento por él emitido, pues éste puede, incluso, carecer de sustento legal. Lo anterior se apoya, además, en que el acuerdo de prevención no es impugnable, por sí solo, vía el recurso referido, que constituye el medio de defensa ordinario para dirimir las cuestiones que se susciten en el devenir de la instrucción del juicio contencioso administrativo federal, y en que acorde con el artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, la procedencia del juicio de amparo indirecto se reserva contra actos en el juicio que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Carta Magna y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, lo cual excluye a las cuestiones meramente procesales, máxime que los medios de impugnación son creados por el legislador con la finalidad de otorgar a los justiciables elementos que faciliten la defensa de sus derechos, por lo que no deben ser tratados con un rigorismo que los convierta en trampas procesales que, en vez de facilitar, obstaculicen esa defensa.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 528/2014. Eduardo Negrete Ramírez. 8 de enero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Martín Ocampo Pizano. Secretario: Edgar Alan Paredes García.

Amparo directo 522/2014. Ángel Neftalí Salas Torres. 8 de enero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Martín Ocampo Pizano. Secretaria: Angélica del Carmen Ortuño Suárez.

Amparo directo 534/2014. Ángel Neftalí Salas Torres. 8 de enero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Martín Ocampo Pizano. Secretaria: Karla Luz Eduwiges Luna Rodríguez.

Amparo directo 540/2014. Ángel Neftalí Salas Torres. 8 de enero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Martín Ocampo Pizano. Secretaria: Angélica del Carmen Ortuño Suárez.

Amparo directo 565/2014. 15 de enero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Martín Ocampo Pizano. Secretaria: Angélica del Carmen Ortuño Suárez.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de abril de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

En efecto, es pertinente mencionar que la determinación emitida por la demandada de tener por no interpuesto el recurso, no deriva de un pronunciamiento aislado, sino que constituye la consecuencia aplicada para lo que estimó como el incumplimiento a un requerimiento previo que efectuó al ahora justiciable.

Bajo tales consideraciones, en los autos del presente juicio obra agregado a fojas 109 y 110, el original del oficio ASE-AEAJ-0417/2020, de 17 de agosto de 2020, que reprodujo en vía de notificación el contenido del acuerdo de esa misma fecha en que se contiene la prevención realizada por la demandada, el cual se digitaliza a continuación en su parte conducente:
Acuerdo de prevención

IMÁGENES DIGITALIZADAS
Del contenido de la documental antes digitalizada se desprende que la Auditora Especial de Asuntos Jurídicos, al tener por recibido el oficio CJS-25/2020, de 11 de agosto de 2020, mediante el cual la licenciada ****** ******* ****** ********, remitió las constancias del expediente número ASE-AEAJ-RESP-PAT-001/2018, en el cual fue glosado el escrito presentado por el ahora actor el 05 de agosto de dicha anualidad, a través del cual promovió recurso de revisión en contra de la resolución dictada por la Coordinación Jurídica y de Substanciación el día 13 de marzo del mencionado año, y visto el contenido de dichas documentales previo a acordar sobre la admisión, prevención o desechamiento del recurso de revisión interpuesto por el hoy actor, acudió a realizar un análisis de los requisitos establecidos en los artículos 131, 132, 134 y 135 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese sentido, primeramente realizó un análisis de la legitimación para promover el recurso y señaló que el requisito del artículo 131 del mencionado Código se encontraba satisfecho, toda vez que el recurso lo promovió parte legitima, al encontrarse firmado por el reclamante dentro del procedimiento del que deriva la resolución atacada en revisión y a quien se reconoció su carácter por la emisora de aquella resolución.

En cuanto a la oportunidad en la presentación del recurso prevista en el artículo 132 del multicitado Código estableció que el recurso se presentó el último día hábil para su presentación, por tanto en tiempo y forma (sic).

Posteriormente, la demandada se remitió a analizar los requisitos del escrito de interposición del recurso establecidos en el artículo 134 del Código Procesal
, y advirtió que el recurrente precisó:
· El órgano administrativo a quien dirigió el recurso
.

· El nombre del recurrente.

· El tercero perjudicado, destacando que señaló como tal a José de Jesús Martínez Loredo, Oscar Manuel Ramírez Ortiz y Pablo Alejandro Miranda Torres
.

· El acto recurrido.

· La fecha de notificación del acto recurrido
.

· Descripción de los hechos antecedentes de la resolución recurrida
.

· Los agravios que le causa la resolución recurrida
.

· Las pruebas ofrecidas, respecto de las cuales destacó que el recurrente no las relacionó con los hechos que mencionó en su escrito por el que interpuso el recurso de revisión
.
· Así como que el recurrente no acompañó el documento en donde constara la resolución recurrida y la constancia de notificación
.
Por consiguiente, la autoridad demandada acordó tener por remitido el oficio de la Coordinadora Jurídica y de Substanciación de la Auditoría Superior del Estado, así como el anexo relativo al expediente administrativo al cual se glosó el escrito de fecha 04 de agosto de 2020, por el que se pretendió promover el recurso de revisión y ordenó aperturar el expediente administrativo del recurso de revisión bajo el número ASE-AEAJ-RECREV-001/2020.
Y en el punto de acuerdo TERCERO, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 134, 135 y 136 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al procedimiento, previno al hoy actor para que en el plazo de cinco días hábiles siguientes a la notificación, subsanara las irregularidades de su escrito de interposición del recurso de revisión y diera cumplimiento a lo dispuesto por el citado Código Procesal Administrativo en sus artículos 134 fracciones II y VI, 135 fracciones II y III, con el apercibimiento que de no dar cumplimiento en tiempo y forma a la prevención el recurso se tendría por no interpuesto.
Ahora bien, obra agregado a fojas 114 y 115 de autos el oficio ASE-AEAJ-0430/2020, en el cual, en vía de notificación, obra transcrito el acto controvertido en el presente juicio, mismo que, como se dijo con anterioridad, guarda relación directa con la prevención y precisiones realizadas en el acuerdo de prevención de 17 de agosto de 2020, donde la autoridad demandada señaló lo que se reproduce a continuación:
Acuerdo impugnado

IMÁGENES DIGITALIZADAS

De la documental antes reproducida esta juzgadora advierte que la autoridad demandada, en lo conducente, tuvo por recibido el escrito de veintiuno de agosto de dos mil veinte, a través del cual el hoy actor en cumplimiento al requerimiento adjuntó las constancias requeridas, y en la página 3, del citado oficio se desprende el particular pronunciamiento relativo a que, en atención a la solicitud del recurrente de que se le tuviera por cumplimentado el requerimiento, precisó que resultaba de destacar que en el punto de acuerdo TERCERO del proveído de 17 de agosto de 2020, se señaló:

“TERCERO.- Con fundamento en los artículos 134, 135 y 136 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al presente procedimiento conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, prevéngase al C. ****** ******* ******** para que en el plazo de cinco días hábiles siguientes a la notificación, subsane las irregularidades de su escrito de interposición de recurso de revisión y dé cumplimiento a lo dispuesto por el citado Código Procesal Administrativo en sus artículos 134 fracciones II y VI, 135 fracciones II y III, con el apercibimiento que de no dar cumplimiento en tiempo y forma a la prevención realizada, el recurso se tendrá por no interpuesto…”

En la anterior transcripción el énfasis realizado con negritas y subrayado es original de la autoridad demandada.

Posteriormente señaló la demandada que, del análisis del escrito signado por el hoy actor se advertía que dio cumplimiento a lo relativo a la fracción VI del artículo 134, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al referir que las pruebas instrumental de actuaciones y presuncional en su doble aspecto las relacionaba con todos y cada uno de los argumentos de agravio; así como también dio cumplimiento a lo dispuesto en las fracciones II y III del numeral 135 del invocado Código al remitir los documentos en donde consta la resolución recurrida y su constancia de notificación.

Finalmente señaló que, el actor fue omiso en dar cumplimiento al requerimiento formulado respecto de la fracción II, del artículo 134 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, incluido en el punto de acuerdo TERCERO del acuerdo de prevención, toda vez que, en su escrito de desahogo no realizó manifestación alguna para aclarar la prevención realizada respecto de dicha fracción; máxime que en la página 3, del proveído de 17 de agosto de 2020, se destacó que en relación con el tercero perjudicado el recurrente señaló como tal a ****** ******* ****** ************** ******* ****** ************** *******  y ****** ******* ****** ********; siendo que en los autos del expediente número ASE-AEAJ-RESP-PAT-001/2018, se inició con motivo de la reclamación interpuesta en contra de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, a través de la contadora pública ****** ******* ****** ********, así como de los CC. ****** ******* ****** ************** ******* ****** ************** ******* ****** ******** y ****** ******* ****** ********, situación que adujo también se plasmó en el acuerdo de referencia, lo cual generó que se hiciera efectivo el apercibimiento plasmado en el referido proveído y prevista por el artículo 136 del multicitado Código Procesal.
Ahora bien, de nueva cuenta se precisa que es de deducirse que el agravio del accionante se encuentra encaminado a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que, para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado. Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36"

Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Ahora bien, los artículos 164 fracción V y 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, que rigen la materia, y que contienen los requisitos y elementos que todo acto administrativo debe contener que alegó el actor en su argumento 
-que por equivalente corresponden al de la fracción IV del artículo 38 del Código Fiscal de la Federación que citó en su argumento el actor-, establecen:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:
(…)

V. Estar fundado y motivado…”

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:
(…)

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado…”

De lo dispuesto en dichos numerales se advierte que son elementos del acto administrativo que se encuentre fundado y motivado, lo cual a su vez constituye un requisito del acto administrativo el cual debe encontrarse adecuadamente fundado y motivado.

En tanto, los artículos 134, 135 y 136, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen:
“ARTÍCULO 134. El escrito de interposición del recurso de revisión deberá presentarse ante la autoridad que emitió el acto impugnado y será resuelto por el superior jerárquico, salvo que el acto impugnado provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso será resuelto por el mismo. Dicho escrito deberá expresar:

I. El órgano administrativo a quien se dirige;

II. El nombre del recurrente, y del tercero perjudicado si lo hubiere, así como el lugar que señale para efectos de notificaciones;

III. El acto que se recurre y fecha en que se le notificó o tuvo conocimiento del mismo;

IV. La descripción de los hechos antecedentes de la resolución que se recurre;

V. Los agravios que se causan, y

VI. Las pruebas que se ofrezcan, relacionándolas con los hechos que se mencionen.”
“ARTÍCULO 135 Con el escrito mediante el cual se interponga el recurso de revisión se deberán acompañar los siguientes documentos:

I. Los que acrediten la personalidad del promovente, cuando actúe a nombre de otro o de persona moral, salvo que ya la tenga reconocida por la autoridad que emitió el acto o la resolución impugnada;

II. El documento en donde conste el acto o la resolución recurridos, cuando dicha actuación haya sido por escrito; tratándose de actos que por no haberse resuelto en tiempo se entiendan negados, deberá acompañarse el escrito de iniciación del procedimiento, o el documento sobre el cual no hubiere recaído resolución alguna;

III. La constancia de notificación del acto impugnado; si la notificación fue por edictos se deberá acompañar la última publicación, o la manifestación bajo protesta de decir verdad de la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución, y

IV. Las pruebas que se acompañan.”

“ARTÍCULO 136. En caso de que el recurrente no cumpliera con alguno de los requisitos que señalan los dos artículos anteriores, la autoridad que deba conocer del recurso deberá prevenirlo por escrito, por una sola vez, para que en el plazo de cinco días siguientes a la notificación personal subsane la irregularidad. Sí transcurrido este plazo el recurrente no desahoga en sus términos la prevención, el recurso se tendrá por no interpuesto.
De lo dispuesto en los artículos antes trasuntos, se advierte en lo que nos atañe, que el escrito de interposición del recurso de revisión deberá expresar varios requisitos, y en particular de la fracción II del artículo 134, lo relativo al nombre del recurrente, y del tercero perjudicado si lo hubiere, así como el lugar que señale para efectos de notificaciones.

Por su parte, del artículo 135 antes citado se desprende la precisión de los documentos que deberán acompañarse al escrito de interposición del recurso de revisión, y, finalmente de lo dispuesto en el artículo 136, se desprende que, en caso de que el recurrente no cumpliera con alguno de los requisitos que señalan los dos artículos antes analizados, la autoridad que deba conocer del recurso deberá prevenirlo por escrito, por una sola vez, para que en el plazo de cinco días siguientes a la notificación personal subsane la irregularidad, y que en el caso de que hubiere transcurrido dicho plazo y el recurrente no hubiese desahogado en sus términos la prevención, el recurso se tendrá por no interpuesto.
Una vez expuesto lo anterior, es concluyente que si los artículos 164 fracción V y 165 facción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen los requisitos y elementos que debe contener todo acto administrativo, tal como que debe estar fundado y motivado, el cual a su vez deberá estar adecuadamente fundado y motivado, es evidente que el acto impugnado sometido a escrutinio de esta juzgadora debe contener dichos elementos y requisitos.
Así las cosas, en términos de lo que dispone el artículo 134, fracción II, se tiene que en el escrito de interposición del recurso de revisión deberá expresar tres requisitos a saber: 

1. Nombre del recurrente; 

2. Nombre del tercero perjudicado si lo hubiere; y 

3. El lugar que señale para efectos de notificaciones.

De lo anterior podemos advertir que, dicho dispositivo y fracción establecen tres distintos requisitos que deben expresarse en el escrito de interposición del recurso de revisión.
Ahora bien, de las constancias de autos antes analizadas como lo es el acuerdo de prevención, se desprende que, la autoridad demandada estableció como motivación, al analizar de manera previa los requisitos del escrito de interposición del recurso establecidos en el artículo 134 del Código Procesal, que el recurrente precisó:
· El órgano administrativo a quien dirigió el recurso.

· El nombre del recurrente.

· El tercero perjudicado, destacando que señaló como tal a ****** ******* ****** ************** ******* ****** ******** y ****** ******* ****** ********.

· El acto recurrido.

· La fecha de notificación del acto recurrido.

· Descripción de los hechos antecedentes de la resolución recurrida.

· Los agravios que le causa la resolución recurrida.

· Las pruebas ofrecidas, respecto de las cuales destacó que el recurrente no las relacionó con los hechos que mencionó en su escrito por el que interpuso el recurso de revisión.
· Así como que el recurrente no acompañó el documento en donde constara la resolución recurrida y la constancia de notificación.
Y como consecuencia previno al hoy actor para que subsanara las irregularidades de su escrito de interposición de recurso de revisión y diera cumplimiento a lo dispuesto por el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 134 fracciones II y VI, 135 fracciones II y III, con el apercibimiento que de no dar cumplimiento en tiempo y forma a la prevención el recurso se tendría por no interpuesto.
Las irregularidades que expresó en dicho acuerdo la autoridad de manera destacada fueron que el recurrente no relacionó sus pruebas con los hechos que mencionó en su escrito por el que interpuso el recurso de revisión;
así como que el recurrente no acompañó el documento en donde constara la resolución recurrida y la constancia de notificación.
De lo anterior, se puede advertir que de manera expresa la autoridad indicó en su análisis de los requisitos del escrito de interposición del recurso de revisión que el recurrente no relacionó sus pruebas con los hechos mencionados, lo cual a criterio de esta Sala actualiza un incumplimiento al requisito previsto en la fracción VI, del artículo 134 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

A su vez, se advierte que de manera expresa indicó en su acuerdo de prevención que el recurrente no acompañó el documento donde constara la resolución recurrida y su constancia de notificación, lo cual a criterio de esta Sala actualiza el incumplimiento a los requisitos previstos en las fracciones II y III del artículo 135 del mencionado Código Procesal de la materia, respectivamente.

Sin embargo, de forma alguna se advierte que la autoridad demandada hubiese expuesto el motivo por el cual consideró que, el recurrente hoy actor, en su escrito de interposición del recurso de revisión incumplió con alguno de los requisitos previstos en la fracción II del artículo 134 del Código Procesal de la materia, por el contrario, de los requisitos previstos en dicho dispositivo estableció que el recurrente indicó su nombre y señaló el nombre del tercero perjudicado destacando que señaló como tal a los CC. ****** ******* ****** ************** ******* ****** ******** y ****** ******* ****** ********, sin precisar que se advirtiera la ausencia de señalamiento de un diverso tercero, como lo hizo valer en el acto impugnado.
Aunado a que, en esa calificativa fue omisa en señalar si se cumplía con el diverso requisito previsto en el dispositivo legal en estudio consistente en señalar el lugar para que se realizaran las notificaciones, pero que se evidencia con posterioridad en los puntos de acuerdo SEGUNDO y CUARTO, en que estableció que se tenía por señalado el domicilio del recurrente y ordenó que se notificara personalmente el citado acuerdo de prevención, en dicho domicilio.

En ese sentido, a juicio de esta Juzgadora no puede considerarse que en el acuerdo de prevención se indicó de manera debidamente motivada al hoy actor que incurrió en incumplimiento al requisito consistente en señalar de manera precisa al tercero perjudicado, que en el hoy acto impugnado precisó por haberlo advertido del expediente administrativo del que deriva la resolución que pretendió recurrir en revisión.
Lo anterior, en virtud de que, no puede estimarse suficiente que la autoridad demandada señalara en la calificación previa que realizó de los requisitos del escrito de interposición del recurso de revisión, que destacaba que el hoy actor señaló como tal a ****** ******* ****** ************** ******* ****** ******** y ****** ******* ****** ********, sin precisar de forma alguna que advertía la ausencia de señalamiento de otro tercero perjudicado, como una adecuada motivación del requerimiento de los requisitos previstos en la fracción II del artículo 134 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que, se considera insuficiente la cita del mencionado precepto sin señalar la adecuación lógica a la hipótesis del requerimiento, razón por lo cual, esta Juzgadora estima que el acuerdo que tuvo por no interpuesto el recurso de revisión por considerar como motivo para hacer efectivo el apercibimiento respectivo, que el hoy actor no atendió el requerimiento consistente en señalar al diverso tercero perjudicado, es ilegal por no tener algún sustento previo en el que adecuadamente se hubiese fundado y motivado un requerimiento que se ajustara a la hipótesis precisada en el acto hoy impugnado.
En consecuencia, expuesto lo anterior se considera que el acto impugnado en el presente juicio deviene en un acto inadecuadamente motivado, que viola lo dispuesto en los artículos 164, fracción V y 165, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en razón de que, carece de sustento previo que diera soporte para hacer efectivo un apercibimiento, pues con la forma en que se sostuvo el acto impugnado se viola la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, que consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales aplicables al caso concreto –como pudiera considerarse del contenido del acuerdo de prevención-, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, esto es, deben precisarse los razonamientos realizados por la autoridad para concluir que el acto o actuación que se está analizando se ajusta exactamente a lo previsto en determinados preceptos legales
 –en el caso la efectivización del apercibimiento carece de relación expresa con el requerimiento-.

Lo anterior, ya que en realidad el acto impugnado no se relaciona expresamente con los requisitos legales que sí fueron expresados como incumplidos por la autoridad demandada al requerir su cumplimiento, de ahí que, por el simple hecho de señalar una fracción del dispositivo legal sin precisar de qué manera se incumplió con alguno de los requisitos que la hipótesis normativa establece dejó en estado de indefensión al particular, en virtud de que éste se vería en la necesidad de atender un requisito o requisitos que en ningún momento se explicitó que hubiese incumplido, al grado de tener que adivinar a que se refirió la autoridad, máxime que la norma citada para requerir, sin motivo expreso, establece un grupo de requisitos los cuales, por un lado, la demandada calificó previo a su pronunciamiento si precisar expresamente cual se encontraba incumplido con el escrito de interposición del recurso de revisión.

Por consiguiente, a juicio de esta Sala Unitaria toda vez que la resolución impugnada se encuentra inadecuadamente motivada infringiendo lo dispuesto en el artículo 16 Constitucional, 164 fracción V y 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250 del mencionado Código Procesal Administrativo, por lo que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 251 del Código de la materia se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de dicha resolución en que se tuvo por no interpuesto el recurso de revisión.
Ahora bien, en virtud de que en el presente juicio el actor se limitó a formular argumentos de inconformidad en torno al pronunciamiento de la autoridad demandada para tener por no interpuesto el recurso de revisión, la Litis del presente juicio se centró en analizar la legalidad de dicho pronunciamiento, sin posibilidad de analizar sobre la procedencia o improcedencia del citado recurso, que diera oportunidad a que bajo el principio de Litis abierta se analizara la cuestión de fondo del asunto, no obstante que aun y habiendo sido aportados como elementos de estudio todas las constancias que contienen el expediente administrativo y que pudiera considerarse que existen elementos  para realizar dicho pronunciamiento, al no haberse planteado de tal forma por el particular demandante, esta juzgadora se vio limitada a analizar la legalidad del acto impugnado de manera destacada, y en razón de que carece de facultades para analizar oficiosamente la legalidad de la resolución recurrida ya que para ello se requiere de manifestación expresa del particular, lo conducente es determinar la ilegalidad de dicha resolución impugnada en la forma en que se ha realizado.
Lo antes expuesto encuentra ilustración en el criterio que continuación se cita:

Registro digital: 164008

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: I.7o.A.709 A

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 2309

Tipo: Aislada

“LITIS ABIERTA. DICHO PRINCIPIO NO IMPLICA QUE LA SALA RESOLUTORA PUEDA EXAMINAR OFICIOSAMENTE ALGUNO DE LOS ARGUMENTOS HECHOS VALER EN EL RECURSO EN SEDE ADMINISTRATIVA, NO PLANTEADOS EN LA DEMANDA. El principio de litis abierta establecido en el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, permite al actor en el  juicio de nulidad hacer valer en la demanda argumentos distintos a los formulados en el recurso en sede administrativa, pero ello no implica que al amparo de esa figura, la Sala resolutora pueda examinar oficiosamente alguno de los argumentos hechos valer en ese medio de impugnación, no planteados en la demanda, atendiendo a que la litis en el juicio contencioso administrativo se integra con los conceptos de nulidad vertidos contra el acto impugnado, con la contestación de la demanda y, en su caso, con los argumentos que conforman la ampliación y los que le dan contestación. Por tanto, aunque alguna de las defensas formuladas en el recurso administrativo pudiera tener por consecuencia declarar la nulidad del acto combatido, sólo podrá ser examinada por la Sala del conocimiento si fue hecha valer expresamente, supuesto éste que difiere del reseñado principio de litis abierta que permite impugnar simultáneamente la resolución originalmente recurrida en la parte que continúa afectando al agraviado, y no en forma inversa.”

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión contencioso administrativa 11/2010. Jefe de Gobierno, Secretario de Finanzas, Procurador Fiscal y Subprocurador de Recursos Administrativos y Autorizaciones, todos del Gobierno del Distrito Federal. 6 de mayo de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Finalmente, con fundamento en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a fin de restituir en el goce de su derecho a la parte actora la nulidad decretada se determina para el efecto de que la autoridad demandada deje insubsistente la resolución impugnada en el presente juicio, y, proceda a emitir un nuevo acto en el que con libertad de jurisdicción de manera fundada y motivada resuelva sobre la admisión, prevención, o desechamiento del recurso de revocación -según se actualice-, hecho valer por el hoy actor prescindiendo de considerar que éste no cumplió el requerimiento consistente en no precisar a todos y cada uno de los considerados como tercero perjudicado, y en dado caso de persistir dicha consideración estime conveniente de oficio, una vez advertido por la propia autoridad, tener como tercero perjudicado a la C. ****** ******* ****** ********, para la substanciación del recurso de revisión correspondiente.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción XVIII, 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 29 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado, así como también los artículos 217, 248, 249, 250, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer del presente asunto;
SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su pretensión, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la nulidad de la resolución impugnada consistente en el acuerdo dictado el veintiséis de agosto de dos mil veinte, por la Auditora Especial de Asuntos Jurídicos, de la Auditoría Superior del Estado, en el expediente ASE-AEAJ-RECREV-001/2020, mediante el cual tuvo por no interpuesto el recurso de revisión propuesto por el hoy actor en contra de la diversa resolución emitida el trece de marzo de dos mil veinte, por los fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el último considerando de ésta Sentencia;
CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor y a través de buzón electrónico a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5:


� ARTÍCULO 134. El escrito de interposición del recurso de revisión deberá presentarse ante la autoridad que emitió el acto impugnado y será resuelto por el superior jerárquico, salvo que el acto impugnado provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso será resuelto por el mismo. Dicho escrito deberá expresar:





� I. El órgano administrativo a quien se dirige;


� II. El nombre del recurrente, y del tercero perjudicado si lo hubiere, as í como el lugar que señale para efectos de notificaciones;


� III. El acto que se recurre y fecha en que se le notificó o tuvo conocimiento del mismo;


� IV. La descripción de los hechos antecedentes de la resolución que se recurre;


� V. Los agravios que se causan, y


� VI. Las pruebas que se ofrezcan, relacionándolas con los hechos que se mencionen.





� ARTÍCULO 135 Con el escrito mediante el cual se interponga el recurso de revisión se deberán acompañar los siguientes documentos:


(…)


II. El documento en donde conste el acto o la resolución recurridos, cuando dicha actuación haya sido por escrito; tratándose de actos que por no haberse resuelto en tiempo se entiendan negados, deberá acompañarse el escrito de iniciación del procedimiento, o el documento sobre el cual no hubiere recaído resolución alguna; 


III. La constancia de notificación del acto impugnado; si la notificación fue por edictos se deberá acompañar la última publicación, o la manifestación bajo protesta de decir verdad de la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución, y


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


(…)”


� “ARTÍCULO 136. En caso de que el recurrente no cumpliera con alguno de los requisitos que señalan los dos artículos anteriores, la autoridad que deba conocer del recurso deberá prevenirlo por escrito, por una sola vez, para que en el plazo de cinco días siguientes a la notificación personal subsane la irregularidad. Sí transcurrido este plazo el recurrente no desahoga en sus términos la prevención, el recurso se tendrá por no interpuesto.”





